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Consulta de interés  

IVA. Persona física que arrienda un 

local de su propiedad incluyendo un 

período de carencia durante el que el 

arrendatario se compromete a la realización de obras de 

acondicionamiento del mismo.  

Se pregunta si dicha operación se encontraría sujeta al IVA y, en su caso, base 

imponible y devengo de la misma 

Resumen: el periodo de carencia estará sujeto a IVA, la base imponible estaría constituida 

por el valor que el arrendador atribuye a los servicios que pretende obtener y ha acordado 

realizar el arrendatario. El devengo coincide con la exigibilidad del pago, en el caso de que no se 

haya determinado el momento de su exigibilidad del devengo se producirá a 31 de diciembre. 

Fecha: 29/09/2019 

Fuente: web de la AEAT 

Enlace: acceder a Consulta V2651-19 de 29/09/2019 
CONSULTAS/IVA 

Hechos: 

La consultante es una persona física que ha arrendado un local de su propiedad 

incluyendo un período de carencia durante el que el arrendatario se compromete a la 

realización de obras de acondicionamiento del mismo. 

Se consulta si dicha operación se encontraría sujeta al Impuesto sobre el Valor Añadido 

y, en su caso, base imponible y devengo de la misma. 

La DGT: 

Sujeción: 

(…) la sujeción al IVA se debe interpretar siempre desde la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de 

la Unión Europea, en su interpretación de la Directiva 2006/112/CEE, de 28 de noviembre, del 

Consejo relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido. 

En este particular se podrían traer a colación las Sentencias de 26 de septiembre de 2013, Asunto 

C-283/12, Eood, de 3 de marzo de 1994, de 20 de enero de 2005, Hotel Scandic Gåsabäck, C-412/03, 

Arrendamiento   

https://petete.minhafp.gob.es/consultas/?num_consulta=V2651-19
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de 9 de junio de 2011, Campsa Estaciones de Servicio, C 285/10, sentencia de 3 de julio de 2001, 

Bertelsmann, C 380/99, sentencia de 3 de julio de 1997, Goldsmiths, C 330/95. 

De estas sentencias se deduce que para poder calificar una operación de operación a título oneroso 

únicamente se exige que exista una relación directa entre la entrega de bienes o la prestación de 

servicios y una contraprestación realmente recibida por el sujeto pasivo. Tal relación directa queda 

acreditada cuando existe entre quien efectúa la prestación y su destinatario una relación jurídica 

en cuyo marco se intercambian prestaciones recíprocas y la retribución percibida por quien efectúa 

la prestación constituye el contravalor efectivo del servicio prestado al destinatario. 

La contraprestación de una entrega de bienes puede consistir en una prestación de servicios y 

constituir su base imponible a efectos de los artículos 78 y 79 de la Ley 37/992, siempre que exista 

una relación directa entre la entrega de bienes y la prestación de servicios y el valor de esta última 

pueda expresarse en dinero. Lo mismo ocurre cuando una prestación de servicios se intercambia 

por otra prestación de servicios, desde el momento en que se cumplan estos mismos requisitos. 

Los contratos de trueque, en los que, por definición, la contraprestación debe pagarse en especie, 

y las transacciones en las que la contraprestación es dineraria son, desde el punto de vista 

económico y comercial, dos situaciones idénticas. 

3. (…)  el arrendamiento de un inmueble debe considerarse efectuado a título oneroso cuando, en 

virtud de un contrato celebrado entre el propietario de un inmueble y el arrendatario del mismo, 

este último se obliga a asumir unos determinados gastos, tal y como sucede en el caso objeto de 

consulta. En efecto, el arrendatario se obliga a abonar el coste de las obras necesarias para el 

acondicionamiento del inmueble. Dichas obras se llevarán a cabo durante el período de carencia 

pactado en el contrato. 

Por lo tanto, el consultante deberá repercutir a la parte arrendataria el IVA 

correspondiente a los meses de carencia en los que no se satisface la renta pactada por el 

arrendamiento, fijándose en este caso la base imponible de acuerdo con lo establecido en el párrafo 

primero del apartado uno del artículo 79 de la Ley 37/1992,  

Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del IVA 

Artículo 79. Base imponible. Reglas especiales 

Uno. En las operaciones cuya contraprestación no consista en dinero se considerará como 
base imponible el importe, expresado en dinero, que se hubiera acordado entre las partes. N

or
m

a
ti

va
: 
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Salvo que se acredite lo contrario, la base imponible coincidirá con los importes que resulten de aplicar 
las reglas previstas en los apartados tres y cuatro siguientes. 

No obstante, si la contraprestación consistiera parcialmente en dinero, se considerará base imponible 
el resultado de añadir al importe, expresado en dinero, acordado entre las partes, por la parte no 
dineraria de la contraprestación, el importe de la parte dineraria de la misma, siempre que dicho 
resultado fuere superior al determinado por aplicación de lo dispuesto en los párrafos anteriores.”. 

La base imponible: 

De lo expuesto se desprende que, si no existiera vinculación entre las partes que intervienen en la 

operación objeto de consulta, la base imponible de una prestación de servicios de arrendamiento, 

durante los meses en que se pacta que el arrendatario no satisfaga la renta correspondiente al 

mismo, en las condiciones señaladas en el escrito de consulta, estaría constituida por el valor que 

el arrendador atribuye a los servicios que pretende obtener y ha acordado realizar el arrendatario. 

Esta cantidad parece corresponderse con el importe de los gastos de las obras de adecuación que 

han acordado realizar en el local objeto de consulta. 

Devengo: 

Por otra parte, en relación con el devengo del Impuesto, hay que señalar que la contraprestación 

del arrendamiento objeto de consulta está constituida por la renta periódica que ha de satisfacer el 

arrendatario, así como por las obras que éste se ha comprometido a realizar y que quedarán como 

mejora en el local arrendado propiedad del arrendador. 

El artículo 75, apartado uno, número 2º, de la Ley 37/1992 establece que se devengará el Impuesto 

en las prestaciones de servicios “cuando se presten, ejecuten o efectúen las operaciones gravadas”. 

A su vez, el número 7º, del mismo artículo y apartado, señala que el Impuesto se devengará 

“en los arrendamientos, en los suministros y, en general, en las operaciones de tracto 

sucesivo o continuado, en el momento en que resulte exigible la parte del precio que 

comprenda cada percepción. 

No obstante, cuando no se haya pactado precio o cuando, habiéndose pactado, no se haya 

determinado el momento de su exigibilidad, o la misma se haya establecido con una periodicidad 

superior a un año natural, el devengo del Impuesto se producirá a 31 de diciembre de cada año por la 

parte proporcional correspondiente al periodo transcurrido desde el inicio de la operación, o desde el 

anterior devengo, hasta la citada fecha. (…)”. 

De acuerdo con lo anterior, en la operación a que se refiere el escrito de consulta, el 

Impuesto se devengará cuando resulte exigible la parte del precio que comprenda cada 

percepción. Esto es, cuando resulten exigibles las rentas monetarias que debe satisfacer 

el arrendatario durante el periodo de vigencia del contrato. En el caso de que no se haya 

determinado el momento de su exigibilidad del devengo se producirá a 31 de diciembre, por la 
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parte proporcional del valor de las obras realizadas por el arrendatario en el denominado periodo 

de carencia, desde su inicio hasta dicha fecha. 

[en el mismo sentido CV1885-19 de 18/07/2019] 

  

https://petete.minhafp.gob.es/consultas/?num_consulta=V1885-19
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Sentencia del TS de interés  
 

ITP. Criterios sobre la exención en 

ITP(TPO) de la disolución de 

condominios con compensación en metálico. 
 

Resumen: Extinción de dos condominios sobre dos bienes inmuebles, correspondientes, en 

ambos casos, a dos copropietarios, adjudicándose ambos inmuebles a uno solo de ellos con la 

finalidad de extinguir por completo ambos condominios. Compensación por la adjudicataria del 

exceso de adjudicación al otro condómino, parte en metálico y parte por la entrega de varios 

bienes muebles y de un bien inmueble de su propiedad del que era exclusivo titular dominical. 

Supuesto de no sujeción a transmisiones patrimoniales onerosas (TPO), debiendo tributar por la 

cuota gradual de la modalidad de actos jurídicos documentados (AJD) del ITPAJD, con 

independencia de que ambos copropietarios ostentasen participaciones distintas (en uno de los 

condominios, el 50% cada uno de ellos, y en el otro de los condominios, el 11% y el 89%). 

Fecha: 30/10/2019 

Fuente: web del Poder Judicial 

Enlace: Sentencia del TS de 30/10/2019 
SENTENCIA/ITP 

 

HECHOS 

Don Romualdo y doña Nieves extinguen dos comunidades, constituidas cada una sobre un bien 

inmueble. 

La primera sobre un local (siendo los comuneros, dueños de la mitad indivisa cada uno de ellos), y 

la segunda, sobre una vivienda, (siendo doña Nieves dueña de un 11% indiviso y don Romualdo, 

dueño del 89% de la misma). 

 

  

valores 

atribuidos

D. Romualdo Dª Nieves

comunidad 1 50% 50%

local 120.000,00 60.000,00 60.000,00

comunidad 2 89% 11%

vivienda 448.000,00 398.720,00 49.280,00

Hipoteca -148.000,00 -131.720,00 -16.280,00

327.000,00 93.000,00

Disolución de 
condominios   

http://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/fe3134a8e51f8ad4/20191111
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Se adjudican a doña Nieves ambos inmuebles. En compensación se realiza, en el mismo acto la dación en 

pago a don Romualdo otro inmueble, que hasta ese momento pertenecía el 100% a doña Nieves. 

 

Doña Nieves presenta autoliquidación por los dos inmuebles que le son adjudicados, por la cuota gradual 

en la modalidad AJD (DN), 

Don Romualdo, con motivo de la adquisición de la vivienda dada en compensación, presenta ITP(TPO) 

La Gerencia Provincial de Málaga de la Agencia Tributaria de Andalucía tramita un procedimiento de 

comprobación limitada, girándole a doña Nieves una liquidación tributaria por el concepto TPO 

argumentando que “No puede considerarse la operación realizada extinción de condominio (…) y en el 

presente caso no se ha dado cumplimiento a lo previsto en el artículo 1.062 del Código Civil al no tratarse 

de una única cosa ni haberse abonado el exceso en dinero”  

 

valores 

atribuidos adjudicación

D. Romualdo Dª Nieves Dª Nieves D. Romualdo

comunidad 1 50% 50% 100%

local 120.000,00 60.000,00 60.000,00 120.000,00

comunidad 2 89% 11% 100%

vivienda 448.000,00 398.720,00 49.280,00 448.000,00

Hipoteca -148.000,00 -131.720,00 -16.280,00 -148.000,00 131.720,00

Dación en pago inmueble Dª Nieves a D. Romualdo -174.280,00 174.280,00

Bienes muebles -21.000,00 21.000,00

327.000,00 93.000,00 224.720,00 327.000,00

Liquidaciones presentadas BASE 212.000,00 174.280,00

AJD(DN) 1% 2.120,00

ITP (TPO) 7% 12.199,60
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El Tribunal Supremo fija los siguientes criterios: 

➔ La extinción de dos condominios, formalizada en escritura pública, cuando se adjudican los dos 

bienes inmuebles indivisibles sobre los que recaen a uno de los condóminos, que compensa el 

exceso de adjudicación parte en metálico y parte por la entrega de varios bienes muebles y de un 

bien inmueble de su propiedad del que era exclusivo titular dominical, constituye para el expresado 

adjudicatario un supuesto de no sujeción a la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas 

(TPO), debiendo tributar por la cuota gradual de la modalidad de actos jurídicos documentados 

(AJD) del ITPAJD, con independencia de que los copropietarios ostentasen participaciones distintas 

en cada uno de los referidos condominios. 

 

➔ La anterior respuesta no varía, atendida la circunstancia de que el condómino al que se adjudican 

los inmuebles tras la extinción de los condominios, tenía una participación pequeña (11%) en uno 

de los inmuebles en condominio que le fueron adjudicados. [1] 

 
[1]  Por lo que se refiere a si era posible distribuir de manera alternativa los bienes entre ambos copropietarios el Tribunal apunta 

que la indivisibilidad de cada bien - individualmente considerado- no tiene por qué impedir que el reparto o adjudicación de los 

bienes entre los comuneros se pueda hacer por ejemplo, mediante la formación de lotes lo más equivalentes posibles, evitando 

en lo posible los excesos de adjudicación, criterio esté, que viene a asumirse en la reciente consulta vinculante de la Dirección 

General de los Tributos V1855-19, de 16 de julio de 2019. 

“(…) La compensación al comunero que recibe de menos por parte del comunero al que se adjudica el exceso. 

1) Indivisibilidad del bien. (…)  

En el supuesto de una única comunidad sobre varios bienes habrá que atender al conjunto de todos ellos para determinar la 

indivisibilidad, ya que, aunque cada uno de los bienes individualmente considerados puedan ser considerados indivisible, el 

conjunto de todos si puede ser susceptible de división, por lo que el reparto o adjudicación de los bienes entre los comuneros 

deberá hacerse mediante la formación de lotes lo más equivalentes posibles, evitando los excesos de adjudicación. De ser posible 

una adjudicación distinta de los bienes entre los comuneros, que evite el exceso o lo minore, existiría una transmisión de la 

propiedad de un comunero a otro, que determinaría la sujeción al impuesto. 

adjudicación

exceso de 

adjudicación

D. Romualdo Dª Nieves Dª Nieves Dª Nieves

comunidad 1 50% 50% 100%

local 144.100,78 72.050,39 72.050,39 144.100,78 72.050,39

comunidad 2 89% 11% 100%

vivienda 304.835,00 271.303,15 33.531,85 304.835,00 271.303,15

343.353,54 105.582,24 448.935,78 343.353,54

tipo de gravamen 7% 24.034,75

intereses 1.728,75

deuda tributaria 25.763,50

valores 

comprobados

https://petete.minhafp.gob.es/consultas/?num_consulta=V1855-19
https://petete.minhafp.gob.es/consultas/?num_consulta=V1855-19
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2) Adjudicación a un solo comunero. Este requisito supone la extinción de la comunidad al desaparecer la cotitularidad sobre la 

propiedad del bien. Por ello, si, existiendo varios comuneros, se adjudicaren bienes a uno en pago de su cuota de participación, 

permaneciendo el resto en la situación inicial de indivisión, no se habrá producido la extinción de la comunidad. Lo que habrá 

será una separación de uno o varios comuneros, (también denominada disolución parcial), supuesto no previsto en el citado 

artículo 1.062 del Código Civil cuya literalidad exige que la disolución de la comunidad sea total, al contemplar exclusivamente 

el supuesto de que cuando una cosa sea indivisible o desmerezca mucho por su división, se adjudique “a uno”, a calidad de 

abonar a los otros el exceso en dinero. Si al comunero que se separa se le adjudican bienes por un valor superior al que le 

correspondería según su cuota, la verdadera naturaleza del acto que se produce no es la de un exceso de adjudicación, sino la 

de permuta en la cual el comunero que se separa transmite la cuota parte que le corresponde sobre el bien o bienes que 

permanecen en la indivisión a cambio de la cuota parte que corresponde a los comuneros que no se separan en el bien o bienes 

que a él se le adjudican. 

3) Compensación por parte del comunero al que se adjudica el exceso al comunero que recibe de menos. Dicha compensación 

debe ser necesariamente en metálico por expresa exigencia del artículo 1.062 del Código Civil al que se remite el artículo 7.2.B) 

del Texto Refundido. Esta obligación de compensar al otro en metálico no es más que una consecuencia de la indivisibilidad de 

la cosa común y de la necesidad en que se ha encontrado el legislador de arbitrar procedimientos para no perpetuar la indivisión, 

en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 400 del Código Civil al establecer que ningún copropietario estará obligado a 

permanecer en la comunidad, pudiendo cada uno de ellos en cualquier tiempo pedir que se divida la cosa común. Por tanto, la 

intervención de una compensación en dinero no califica a la operación de compra de la otra cuota, sino, simplemente, de respeto 

a la obligada equivalencia que ha de guardarse en la división de la cosa común en cumplimiento de las normas del Código Civil. 

(…) “ 
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Sentencia del TC de interés 

IIVTNU. El Pleno del TC 

declara inconstitucional el 

impuesto municipal de plusvalías cuando la cuota resultante a pagar 

es mayor al incremento realmente obtenido por el ciudadano 

Resumen:  El TC estimar la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1020-2019, promovida el 

Juzgado de lo Contencioso-administrativo núm. 32 de Madrid, y, en consecuencia, declarar que 

el art. 107.4 del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el 

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, es inconstitucional, en los términos previstos en 

la letra a) del Fundamento jurídico quinto 

Fecha: 13/11/2019 

Fuente: web del Tribunal Constitucional 

Enlace: Sentencia del TC de 31/10/2019 
SENTENCIA/IIVTNU 

 

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales. 

Artículo 107. Base imponible. 
4. Sobre el valor del terreno en el momento del devengo, derivado de lo dispuesto en los apartados 2 y 3 
anteriores, se aplicará el porcentaje anual que determine cada ayuntamiento, sin que aquél pueda exceder de 

los límites siguientes: 
a) Período de uno hasta cinco años: 3,7. 
b) Período de hasta 10 años: 3,5. 
c) Período de hasta 15 años: 3,2. 
d) Período de hasta 20 años: 3. 
Para determinar el porcentaje, se aplicarán las reglas siguientes: 
1.ª El incremento de valor de cada operación gravada por el impuesto se determinará con arreglo al porcentaje anual 
fijado por el ayuntamiento para el período que comprenda el número de años a lo largo de los cuales se haya puesto de 
manifiesto dicho incremento. 
2.ª El porcentaje a aplicar sobre el valor del terreno en el momento del devengo será el resultante de multiplicar el 
porcentaje anual aplicable a cada caso concreto por el número de años a lo largo de los cuales se haya puesto de 
manifiesto el incremento del valor. 
3.ª Para determinar el porcentaje anual aplicable a cada operación concreta conforme a la regla 1.ª y para determinar 
el número de años por los que se ha de multiplicar dicho porcentaje anual conforme a la regla 2.a, sólo se considerarán 
los años completos que integren el período de puesta de manifiesto del incremento de valor, sin que a tales efectos 
puedan considerarse las fracciones de años de dicho período. 
Los porcentajes anuales fijados en este apartado podrán ser modificados por las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado. 

Por Sentencia núm. 59/2017 de 11 mayo, del Pleno del Tribunal Constitucional, decidió “Estimar la cuestión 

de inconstitucionalidad núm. 4864-2016 y, en consecuencia, declarar que los arts. 107.1, 107.2 a) y 

110.4, todos ellos del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 

IIVTNU 
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https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2019_1300/2019-1020STC.pdf
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25349
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Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, son inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida 

que someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor”. 

Quedaron pendientes las situaciones en las que la cuota resultante a pagar es mayor al incremento 

realmente obtenido por el ciudadano, con fecha 31 de Octubre de 2019, publicada el 13 de Noviembre en 

la web del Tribunal Constitucional, [texto de la Sentencia], declarara que el art. 107.4 del texto refundido 

de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 

marzo, es inconstitucional por vulnerar el principio de capacidad económica y la prohibición de 

confiscatoriedad, uno y otra consagrados en el art. 31.1 CE, en aquellos supuestos en los que la cuota a 

pagar es superior al incremento patrimonial obtenido por el contribuyente.  

 

La declaración de inconstitucionalidad no tendrá efectos retroactivos, ya que únicamente han de 

considerarse situaciones susceptibles de ser revisadas con fundamento en esta Sentencia aquellas que, a 

la fecha de publicación de la misma, no hayan adquirido firmeza por haber sido impugnadas en tiempo y 

forma, y no haber recaído todavía en ellas una resolución administrativa o judicial firme. 

 

FALLO: 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA, Ha decidido Estimar la cuestión de inconstitucionalidad 
núm. 1020-2019, promovida el Juzgado de lo Contencioso-administrativo núm. 32 de Madrid, y, en 
consecuencia, declarar que el art. 107.4 del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, es inconstitucional, en los 
términos previstos en la letra a) del Fundamento jurídico quinto. Publíquese esta Sentencia en el 
“Boletín Oficial del Estado”. Dada en Madrid, a treinta y uno de octubre de dos mil diecinueve. 
 

5. La declaración de inconstitucionalidad. La situación que ha dado lugar al planteamiento de la presente 
cuestión de inconstitucionalidad no puede considerarse en modo alguno como excepcional y, por tanto, el 
efecto negativo que provoca no es posible asumirlo como algo inevitable en el marco de la generalidad de la 
norma. Antes al contrario, se produce en relación con supuestos generales perfectamente definibles como 
categoría conceptual, razón por la cual, la legítima finalidad perseguida por la norma no puede prevalecer frente 
a las concretas disfunciones que genera, contrarias, como hemos visto, al principio de capacidad económica y 
a la prohibición de confiscatoriedad (art. 31.1 CE). En consecuencia, debe estimarse la presente cuestión de 
inconstitucionalidad promovida por el Juzgado de lo Contencioso-administrativo núm. 32 de Madrid, y, en 
consecuencia, declarar que el art. 107.4 del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, es inconstitucional por vulnerar el principio 
de capacidad económica y la prohibición de confiscatoriedad, uno y otra consagrados en el art. 31.1 CE, en 
aquellos supuestos en los que la cuota a pagar es superior al incremento patrimonial obtenido por el 
contribuyente.  
a) El alcance de la declaración: la anterior declaración de inconstitucionalidad no puede serlo, sin embargo, en 
todo caso, lo que privaría a las entidades locales del gravamen de capacidades económicas reales. En 
coherencia con la declaración parcial de inconstitucionalidad que hizo la STC 59/2017, el art. 107.4 TRLHL debe 
serlo únicamente en aquellos casos en los que la cuota a satisfacer es superior al incremento patrimonial 
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realmente obtenido por el contribuyente. Eso sí, la inconstitucionalidad así apreciada no puede extenderse, 
sin embargo, como pretende el órgano judicial, al art. 108.1 TRLHL (tipo de gravamen), pues el vicio declarado 
se halla exclusivamente en la forma de determinar la base imponible y no en la de calcular la cuota tributaria. 

Ha de añadirse una precisión sobre el alcance concreto del fallo. Por exigencia del principio de seguridad 
jurídica (art. 9.3 CE), y al igual que hemos hecho en otras ocasiones (por todas, SSTC 22/2015 de 16 de febrero, 

FJ 5; y 73/2017, de 8 de junio, FJ 6), únicamente han de considerarse situaciones susceptibles de ser 
revisadas con fundamento en esta Sentencia aquellas que, a la fecha de publicación de la misma, no 
hayan adquirido firmeza por haber sido impugnadas en tiempo y forma, y no haber recaído todavía 
en ellas una resolución administrativa o judicial firme.  
 
b) La necesaria intervención del legislador: es importante señalar que una vez declarados inconstitucionales, 
primero los arts. 107.1, 107.2 a) y 110.4 del TRLHL por la STC 59/2017, de 11 de mayo, y ahora el art. 107.4 
TRLHL por la presente sentencia, es tarea del legislador, en el ejercicio de su libertad de configuración 
normativa, realizar la adaptación del régimen legal del impuesto a las exigencias constitucionales puestas de 
manifiesto en una y otra sentencia. No hay que olvidar que, de conformidad con el art. 31.1 CE, los ciudadanos 
no solo tienen el deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, sino también el 
derecho de hacerlo, no de cualquier manera, sino únicamente “con arreglo a la ley” y exclusivamente “de 
acuerdo con su capacidad económica”. Por otra parte, el principio de autonomía financiera de los municipios 
(arts. 137 y 140 CE) exige que las Haciendas locales dispongan de medios financieros suficientes para poder 
ejercer, sin condicionamientos indebidos, las funciones que legalmente les han sido encomendadas, 
fundamentalmente, mediante tributos propios (art. 142 CE), pero que por estar sometidos al principio de 
reserva de ley (arts. 31.3 y 133.1 y 2 CE), corresponde al legislador estatal integrar las exigencias derivadas de 
esa reserva de ley como medio de preservar tanto la unidad del ordenamiento como una básica igualdad de 
posición de los contribuyentes [STC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 10.c)].  
Sólo al legislador le es dado, entonces, regular esa contribución y la forma de adecuarla a la capacidad 
económica de cada cual, dado que a fecha de hoy han trascurrido más de dos años desde la publicación de la 
STC 59/2017, de 11 de mayo (en el BOE núm. 142, de 15 de junio), sin que haya acomodado el impuesto a las 
exigencias constitucionales. Es importante subrayar que el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE) exige no 
solo la claridad y certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable, sino también la legítima confianza y la 
previsibilidad en sus efectos, entendida como la expectativa razonablemente fundada del ciudadano de cuál ha 
de ser la actuación del poder en la aplicación del Derecho (STC 135/2018, de 13 de diciembre, FJ 5). 
(…) 
 
 

 


